
LA TRA 'SFORMACION DE LA LEY DEL ISTA

El 26 de Julio de 1975 la Adamblea Legislativa decretaba la Ley

del Instituto Salvadoreño de Transformación Agraria (ISTA), como uno
de los untales de la llamada Transformación acional. De la Ley dijo
el Presidente de la República que harta pasar a la historia patria
la fecha en que fue decretada. Pues bien, esta Ley, tras la batalla
presentada contra el Estado por la ANEP (Asociación Nacional de la
Emoresa Privada), ha sido radicalmente transformada. En vez de una
Ley de transformación se ha ofeferido la transformación de la Ley.

Entre las dos Leyes, la antigua (de solo un año) y la nueva se in­
terpuso el Primer Proyecto (cfr. ECA, Sept./OCt. 1976), que mostró
las posibilidades reales de la primera Ley. Era sin duda un documen­
to legal de importancia para el cambio estructural del palsl en esto
no se habla engañado el Presidente. Si la Ley se hubiera l&evado pau­
latinamente a sus consecuencias últimas, El Salvador habrla dejado

atrás un estadio de su desarrollo histórico, no para pasar a otro ra­
dicalmente distinto, pero sl para parparar un despegue, cuya direc­
ción iba a depender del talento polltico y de la decisión de quienes
dicen estar al servicio de las mayorlas explotadas. Pero la Ley no

sólo no se ha llevado a cabo sino que ha sido radicalmente transfor­
mada. Y ha sido transformada para que queden robustecidas las anti­
guas estructuras, aquellas mismas que el análisis daba como causantes
del subdesarrollo y de la injusticia social, que reinan en el pals y
que nadie se atreve a negar. El Gobierno mismo se encargó durante
tres meses de decirlo qSl en Su oolémica con los defensores de aque­
llas estructuras, que son los que en definitiva salieron con la suya.

A través de la ANEP y del Gobierno los que lucharon fueron una clase
social y el Estadol ganó la clase social minoritaria y perdió el Esta­
do, que, al menos como forma ilusoria, representa los intereses de la

totalidad. Y son los intereses de esa clase social minoritaria los
que han sido recogidos en la nueva Ley.

Rasta con comnarar la redacción de ambas leyes para persuadirse

de que es asl. La Ley de la transformación se convirtió en una ley
transformada, transformada para que ya no hubiera ni transformación
agraria ni transformación nacional. Basta un somero análisis compara­
tivo oara darse cuenta de ello.
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A. El cambio de finalidad de la Ley del ISTA

Una comparación de los Considerandos de cada una de las leyes
muestra el profundo cambio que se ha introducido en ellas. si se tra­
tara tan sólo de cambiar algunas disposiciones para su mejora técni­
ca, no hu iera hecho falea reformar las Considerandos. Es en ellos
donde debe verse la intencionalidad profunda del~ legislador y

la finalidad verdadera de la Ley.

Pues bien, la nueva Ley cambia la finalidad de la anti~ua, y cuan­
daR se cambia la finalidad intrínseca de algo es que se ha cambiado
su realidad. Efectivamente en la nueva Ley desaparece por completo el
Considerando 111 de la antigual en él se leía lo que era el punto nu­
clear de la transformación agrarial "por lo que es indispensable la
creación de un organismo de amplia funcionalidad administrativa que
resQOnda adecuadamente al desarrollo económico del país, siendo ~
cambio de la estructura ~ la teaencia de la tierra, ~ principal fi­
nalidad" (confróntense los textos legales publicados en este mismo
nlimero de la revista). En el texto subrayado por nosotros se encerra­
ba la filosofía de la Ley. Esta filosofía era claral la actual estruc­
tura de la tenencia de la tierra es la causante del subdesarrollo y
de la opresión en que vive el paísl por tanto, sólo en el cambio so­
cial y radical de esa estructura se puede lograr el empezar a salir
del subdeRarrollo y de la explotación. Aquí se encerraba el punto
esencial de la discusión entre el Gobierno y la ANEP, y en este punto
nunca la A'~P pudo refutar los planteamientos del Gobierno. Este mos­
tr~. con esnecial referencia a la situación socio-económica de quie­
'les vivían en las tierras afectadas por el Primer Proyecto (cfr. ECA,
Sept./OCt., 197~, . h16), que se trataba de una situación injusta y
dese oerada. Y es preciso reconocer que ése no es un resultado casual
y accirlental, sino q"e es el resultado normal de una situación ni:
estT1lct'Jrill del aís. que ha vivido todos los años de su independencia
Qol(tica bajo un régimen 'capitalista', esto es, bajo un régimen de
falsa nropiedad privada, que ha originado lo que contrario de lo que
dicp nretender (cfr. ECA, l.c., pp. 425-449). ~nte esta situación, de­
bldamente~ diapnosticada, la Ley antigua buscaba un cambio en las cau­
sas del mal, mientras que la nueva abandona este camino.

/1' '(/-
(~! ' ''''''1 También el Consirleranrlo 1 ha sido transformado. Nientras que en la

.¡.../
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~ antiplla se hablaba de la obligación que pI Estado tiene r:le asepu­
rar el pace del bienestar económico y los orincipios de la justicia
social, en la nueva se habla de la conciencia de la ciudadanía y se
reduce la acción del Estado a hacer posible el foce del bienestar eco­
nómico y de la justicia social. El mati~ podrá parecer sin importan­
c'a. Pero la tiene y mucha. La subjetualidad se pasa del Estado a la
ciudadanía y la inmediatez de la obligación del Estado se pasa a un
mero 'hacer posible' el goce del»i bieeeesar económico y la justicia
social. Si la 'ciudadanía' fuera realmente todo el pueblo salvadore­
~o y s; todo el pueblo salvadoreño pudiera expresarse libremente y
n dieHa ejercer la resión a la que tiene derecho, no importaría,
antes sería teóricamente deseable- que el Estado perdiera fuerza y
la panara la sociedad civil. Pero no es éste el caso de El Salvador,
ni nrobablemente lo e de ningún país occidental. Y, si no lo es, sola­
mente en un robustecimiento del Estado, que le permitiera una mayor
independencia de las clases dominantes, se da la osibilidad de que
las mayorías cobren una fuerza que hoy no tienenx sino potencialmente
~ que, or tanto, no ejercen. Hay aqu~ ciertamente un círcolol el Es­
tado responde principalmente a los intereses de las clases domiantes

y, oor tanto, no a la sociedad entera; pero el Estado -y aquí radica
la posibilidad de alterar la d'námica del círculo- tiene que ofrecer

la ilus'ón de estar mirando por el interés general. Y es el manteni­
roien o de esta ilu ión, la cual exi e que se den medidas formales de
'nterps ceneral, junto con el dinamismo que desnierta en los explota­
dos el end recim'eoto real de la explotación, 10 que podría permitir
un aavance en el de arrollo sociam. Este camino ha sido cerrado por

a ue él Py,

ron 1 m smo oropó i O de cambiHr la f'nalidad de la Ley se modifi­
ca e 2 'S Considerando !l. En la antigua se recomdaba la creación
dp la Comis'ón acional dp Trnas6Drmac'ón A raria, "como oroanismo
pncarpa o do defin'r el Procpso de Traas60rmación graria", reientras
el' p pn 1'1 nueva desé\f)arP('e es a refprenc' a fundament 1. El s' nif' ca-

o pl a~ o es na en e: e busca el que la Comüsión ac'onal no a­
na~zca re o 'zada como órpano definidor de la T nasformación acional;
ps o ps, se vuelvp él ~I i ar fle za al Es acto como represent8nte del

n PrP!" ",pnpral en 'avor de aquellos q P or s poder económ; ca uedpf\
dp("d' lo Que sp ha dp hacpr en pI apro salva oreño v co~ 01 aoro sal­

adorp -o. lo (1 IR. en c'\mbi o, 1p interpsFl '1 1a nUPVR ~ es "hFlcer más
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viable el proceso de Transformación Agraria y de manera especial la
ejecución y desarrollo en forma ordenada y pacífica del Primer Proyec­
to ya decretado". Ahora bien, en el "hacer más viable" hay un mani­
fiesto sofisma: porque lo que la nueva Ley hace viable no es la Trans­
formación Agraria sino la Detransformación Agraria, al haber logrado
el camb'o de la finalidad fundamental de aquélla. Por otro lado, en
"la forma más ordenada y pacífica" se sugiere -y así lo han demostaado
los fiechos- que los capitalistas sólo le van a permitir al Estado ha­
cer una Transformación ordenada y pacífica, si les favorece a ellos o
no contradice sus intereses fundamentales, y no si favorece a las mayo­
rías, aunque les desfavorezca a ellos. El perseguir de verdad una for­
ma ordenada y ?acífica implica el acatamiento a la ley, cuando la ley
es justa y responde al bien común. Y el bien común no se puede medir
por el bien de las minorías por muy fuerzas vivas que se consideren.

Curiosamente desparece de la nueva Ley el ConsideBando ~ de la
antigua, en el que se alude "a aumentar la producción y la productivi­

dad", elemento que en la nueva Ley va a desempeñar el papel principal

en la determinación de la función social. El motivo de esta anomalía
puede estar en~ que el Consi.derando anulado suponía que para el au­

~ento de la producción y de la nroductividad hacía falta una vigorosa
'ntervención del Estado en la economía agraria. En efecto, los estu­
rli08 técnicos demostraban que la productividad del área era en conjun­
to muy me'orable; indicadaban que para esta mejoría se necesitaba la

'ntervención del Estado, intervención qee traería consigo un me~ora­

m'ento de la infraestructura oero también una redistribución en la u­
til'zac'ón justa de esa infraestructuRa mejorada. Todo esto ha desapa­
reci.do en la nueva Ley y I)lantea un gravísimo problema: sin inversión
de grandes umas estatales y de préstamos internacionales no se puede
aumentar la nroductividad de la zona en su conjunto; pero esta inver­

s'ón no se puede hacer con la actual estructura de la tenencia de la

tierra, pue ondría un favorecimiento injusto de los propietarios

actuales. De donde se i~ue que a nueva Ley va a dificultar gravemen­
te la nroductividad o, si la favorece, va a utilizar injustamente los

b'enes públicos. ¿D se irá a forzar por vía rivada y oculta a que los

actuales nropietario asen sus tierras al ISTA medo nte el oago de

sustanciosos pr cios? Si así fuera, estaríamos ante un d1.s.endio de
dineros úbl'cos en favor de propietarios orivados.

=~:..:o..:"-",-=",n,,,d=o IIr se hablaba de 1 ". m riosa necesi-
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dad" de disponer de los instrumentos adecuados para reali.zar la Tra88­
formación Agraria; también ha desparecido este Consideaando en la nup-­
va Ley. La razón es aquí doblel por un lado, es el eonsiderandoqt~

enunciaba ~xa la finalidad de la Ley, como se expuso antes, por otro,
se vuelve a insistir en la necesidad de intervención del Estado, que
es lo que se quiere reducir al mínimo en la nueva Ley.

Es, por tanto, clato que la nueva Leyes fundamentalmente distinta
de la anterior. Y es distinta porque ha cambiado de finalidad y porque
ha cambiado de fundamentación. Ya no se busca el cambio en la estruc­
tura de la tenencia de la tie~ra y ya no se busca robustecer al Esta­
do para que pueda independizarse un poco de la presión del poder eco­

nómico privado en orden a ponerse a atender y a responder a los inte­
reses de las mayorías. Esta nueva orientación es 10 que ha llevado al

cambio, a la transformación del articulado de la Ley.

B. La función antisocial de la propiedad I el artLculo 32

El corazón de la Leyera el artLculo 32 en su literal d). En él se

decfa que el proceso de Traasformación Agraria podía utilizar "las
tierras que adquiera el TSTA mediante el proceso de expropiación".
Este literal ha sido transformado asrl "las tierras que adquiera el
ISTA mediante el proceso de expropiación cuando aquéllas no cGmplan
la función social". No habrLa nada que objetar al cambio, si se defi­
niese adecuadamente lo que es la función social de la propiedadl en

la nueva Ley se ha dado esa definición, pero de forma inadecuada, que
invalida completemente lo que se buscaba con la antigua.

En efecto, la Ley antigua daba al Estado el derecho de expropia­
ción siempre que fuera necesario para cambiar la estructura de la te­

nencia de la tierra. El supuesto de este derecho es clarol no es man­
tenible una propiedad que vaya contra los intereses del bien cómún,
que vaya contra los ihtereses de la sociedad. Es claro, es práctica­

mente tautológico que no puede tener función social lo que es antiso­

cial por su nropia naturaleza histórica. En ese sentido, si se llega
a demostrar que el latifundio y el minifundio, por distintas razones,

van contra el bienestar del país, hay que aceotar que son formas de
proniedad antisociales, que lejos de cumpli_r una función social están

cumpliendo positivamente una función antisocial, que de ninguna manera
puede estar protegida por la Constitución. La Ley anti?,ua sostenía
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negativamente que la actual tenencia de tierras es antisocial y posi­
tivamente que la pretendida nueva forma de tenencia de la tiera, al
buscar una mejor redistribución de los bienes productivos y también
una mayor productividad por área y por persona, era plenamente social,
en el sentido obvio de favorecer a la sociedad en cuanto tal.

Para entender mejor el sentido de la nueva Ley y de dónde han to­
mado los legisladores su concepto de función social conviene presen­
tar brevemente el "Estudio jurídico sobre la Ley de Creación del Ins­
tituo Salvadoreño de Tránsformación Agraria y la Ley de Creación del
Primer Proyecto de Transformación Agraria", elaborado por los docto­
res Rafael Antonio Carba110, Rafael Ignacio Funes y Abe1addo Torresx
(Publicaciones de la Asociación Nacional de la Empresa Privada,1976).
La ANEP a1ver vulnerados y amenazados los principios del sistema de
libre empresa en El Salvador encargó a estos tres juristas salvadore­
ños un informe sobre la inconstitucionalidad de LoE dos leyes mencio­
nadas en el tító10B de su trabajo. Confiesan ellos -y la confesión
es muy imporaante- que exponen su opinión "a solicitud de la Asocia­
ción Nacional de la Empresa Privada (ANEP)". Confesión muy importan­
te porque inmedi.atamente se mostrará la incidencia de este informe
sobre la redacción de la nueva Ley, que. por lo mismo, ~parecerá como
'dictada' por la ANEP. El punto capital de1exxe estudio de los tres
juristas es el de la función social de la propiedad privada. Es el
que aquí nos interese analizar.

Dos veces aparece la "función social" en la Constitución. en el ar­
tículo 137: "se reconoce y garantiza la propiedad privada en función
soclal", y en el artículo 181. "el trabajo es una función social, goza

de la protección del Estado y no se considera artículo de comercio".
Para desentrañar lo que pretendieron los constituyentes del SO con

esta referencia Xx a la función aocial, los autores del estudio citan
a varios leglsladores de entonces: "deja de existir la propiedad pri­

vada absoluta, Dues con base en ese artículo 'el Estado puede interve­
nir en cualquier circunstancia en que el ineerés social lo demande •••
habla de los tres derechha existentes: el derecho al iliso, el derecho

al fruto y el derecho al ~buso y que la nueva Constitución limitará
p.l tercer derecho, a fin de que el indivi.duo que sea prooietario de

algo, no lo sea en función e oísta, sino en función social" (Mavarre­
te). Otro leeislador proponía una redacción del artículo: "se recono­
ce la propiedad privada mientras no lesione los intereses de la Socie-
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dad •.• "(Escalante Arce). De estas citas quieren concluir que la 'fun­
ción social' de la Constitución no justifica "las violaciones al dere­
cho de oropiedad contenidas en la Ley del ISTA, que atentan contra
principios claramente estatliecidos en la misma Constitución"(1.c.,3),

Muy poca base para tal conclusión. Si alguna se pudiera sacar,
sería la sigu~~ntel siempre que el ineerés social lo demande el Esta­
do puede intervenir, siempre que la propiedad privada lesione los in­
tereses de la Sociedad, deja de ser un derecho para convertirse en
un abuso. Estos dos principios son fundamentalmente sólidos y dan un
sentido real a la 'función social', H~ un interés social que es el

interés de la Sociedad y este interés está por encima del derecho
de propiedad individual. Por lo tanto, si una Ley secundaria, en
busca del interés social, del interés de la Sociedad, limita el ca­
rácter absoluto de la propiedad privada, no está contra la Constitu­
ciónl al contrario, está cumpliendo con una obligación constitucio­
nal. Con la Constitución del 50 deja de existir en el país la figura
jurídica de la propiedad privada absoluta y queda prohibido todo abu­
so del derecho de propiedad. Y hay abuso siempre que el interés pri-

vado primer sobre el interés general. ~

No puede pasarse a la ligera en la explicación de la función social _

de la propiedad por el otro pasaje de la Constitución donde aparece.
Si el grabajo es una función social, la función social de la propie­

dad debe entenderse en un sentido profundo. No es probable que los
consti.tuyentes·pensaran explícitamente en la conexión que trabajo y
oro iedad ~ienen precisamente por su carácter de función social. Pero
la conexión se da y ofrece una línea de investigaci.ón que sacaría el

problema de atascos leguleyos para entrar en el camino de la realidad.
No son los juristas los que kX~RRR~e crean la función social ni son
las leyes quienes la constituyen. La función social eSM una realidad,
que debe ser respetada por las leyes y los juristas. Y la realidad de

la función social de la propiedad debe pensarse de~de la realidad de
la función soc~al del trabajo. También desde otros puntos de vista,

pero sin olvidar lo que es el trabajo enf función social o como fun­
ción sociaL Así aparecería en toda su luz 10 que es la propiedad en

función social o la propiedad como función social. :\0 es gratuito

este paso de "en función social" a "como función social". Si el tra­

hajo no puede entenderse sino como relRción social, tampoco la propie-
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dad puede entenderse sino como función social. La sustantivación de
la propiedad como algo que en sf ofrece la caracterfstica de ser pri­
vada es una gigantesca mistificación; es dar por ~evidente algo que
la rutina y el interés muestran como tal, cuando el análisis de su
realidad social muestra lo contrario.

De ahf que sea una defonmación acudir a León Du}uit para aclarar
lo que es la función social en lo que tiene de realidad más profunda.
El concepto tiene rafces seculares y un recorrido por los grandes clá­
sicos de la Edad Midia servirfa para ilustrar a muchos ~uristas. Con
todo, Su afirmación fundamental I "la propiedad no es un derecho, es
una función social", está preñada de significación, aunque el autor

no alcance a dárselo.

Sf empezaron a dárselo las Constituciones que echaron mano de él.
Dos citan, por lo pronto, nuestros autores como antecendentes de lo
que ocurr~o con la salvadoreña 1 la Constitución de la Repoblica Espa­
ñola (1931) y la de la República Argentina (1949); es decir, dos Cons­
titl~iones que quieren dejar de lado un concepto demasiado liberal y
clasista de la propiedad. Dicen nuestros autores I "La Constitución
apgent~na, que es un antecedente inmediato de la nuestra, fue muyx
precisa al establecer que 'la propiedad privada tiene una función so­

cial, y, en consecuencia, estará sometida a las obliBaciones que esta­
blezca la ley con fines de bien común" (l.c., p. 7). Los constituyen­
te~ areentinos, 8 los que se confiesa inspiradores de nuestra Consti­
tuc'ón, están claros al poner la función social en relación con el
b'en común, cunto esencial que escapa a los abo~ados de la N'EP. Efec­
tiv~mente, no de los caminos para determinar lo que es la función
soc a de la ryroniedad es su contribución al bien común I si lo favore­
ce, cumryle con una función social; si lo desfavorece, no sólo no la
cumple sino q'Je se conv'erte en función antisocial. Ahora bien, ¿quién
debe determinar si cumple o no cumple la ~ropiedad histórica de un
naís con la func'ón social histórica que le compete? Claramente no el
ooder 9udicial sino el poder legislativo; él es quien ha de ver lo

que importa al bien común y él es quien ha de dictar las leyes que
ha~an de la nropiedad aleo que cumpla con su función social. Y esto
e lo 'que hacfa la Ley del ISTA: establecer legalmente qué exigfa en

El "alvador el b"en común y, por consi~uiente, determinar con una ley

secundaria el ~odo de cumplir con la función social. ~o se trata, or
tanto, rle definir cuándo una nrop'edad no cumple con la función social
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por violar alguna~ condiciones anteriormente rescritas -esto sería

cuestión de jueces- sino de definir la manera ositiva de cumplir
con la función social, al forzar a poner la pro~iedad al servicio del
bien común. Lo único que habría hecho el Sstado salvadoreño -y de

nleno derecho- es decretar que el bien común exieía la expropiación
en los casos contemplados en la Transformación Agraria.

Lo cual no obsta para que pueda determinarse cuáles pueden ser

los motivos que racionalmente ameriten expropiación. Este es un pro­
blema derivado. En nuestro caso es una necesidad, una vez que se ha

retirado al Estado la posibilidad de determinar positivamente cómo
las tierras pueden ponerse al servicio del bien común.

En este ounto los actuales asambleistas han seguido el dictamen
e los abogados de la AKEP. Según éstos, era necesario definir 10

que Sp entiende or funció socialm y los asambleistas lo han defini­

do. Para hacerlo los abogados de la ANEP han propuesto el ejemplo
de "rasil y Venezue a.

Esto es lo que dice la ley b asileñar

a ro iedad de la tierra desempeña íntegramente su
función social cuando, simultáneamente:

a) Favorece el bienestar de los propietarios y de
os trabajadore que en ella trabajan, así como

el de su familias.

b) \ant'ene n'veles satisfactorios de~productividad.

c) Aseo ra la conservación de los recursos naturales.
d) Ob~prva las disposiciones le~ales Que determinan

j stas relaciones de trabajo entre los que la .
poseen y quienes la cultivan.

d'ce a ey venezolana:

fines de la R forma raria la propiedad privada

i ra e np e con su función social cuando se a­

a rdo los elementos e enciales siguientes:
La x~lot ción eficiente de la tierra y Su apro­
vechamiento apectable en forfTla tal que los facto- .,
re d roducción se a liquen ef'cazmente en ella

o con la zona donde se encuentra y con
a caracter~sticas.

b E tra ajo dirección rsonal y le. responsabil i- )
ad f'nanciera d la em re a agr~cola por el ro-
ie ar'o de la ra, alvo en los casos de ex-

t c'ón 'nd' cta ev nt al or causa justificada.
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c) El cumplimiento de las disposiciones sobre con­
servación de recursos naturales renovables,

d) El acatamiento a las normas jurídicas que regulen
el trabajo asalariado, las demás relaciones de trª
bajo en el campo y los contratos agrícolas en las
condiciones que señala esta ley.

e) La inscripción del predio rústico en la Oficina
Nacional de Catastro de Tierras y Aguas de acuerdo
con las disposiciones pertinentes.

y esto es lo que dice la ley xsalvadoreñal

Para los eqectos de esta Ley, se considera Il!l!mBXBIDI que una
propiedad privada rural cumple con la función social, cuan­
do ella \e ajusda al mayor número de elementos esenciales
que a continuación se detallan; pero en todo caso, deberá
cumplirse con el primero de dichos elementosl

a) La explotación eficiente de la tierra y Su aprove­
chamiento apreciable en forma tal que los facto­
res de producción se apliquen eXell!ktYamBAk8 eficaz­
mente en ella, de acuerdo con la zona donde se en­
cuentra y con sus propias características.

b) La responsabilidad en el trabajo o en la dirección
de las actividades agrícolas y financieras de qutel
la explote.

c) ElE cumplimiento de las disposiciones sobre conser
vación de recursos naturales renovables.

d) El cumplimiento de las normas jurídicas que regu­
len el trabajo asalariado y la seguridad social,
las demás relaciones de trabajo en el campo y los
contratos aerícolas en las condiciones que señala
la Ley.

e) La contribución al mejoramiento de la economía na­
cional, generando además ,bienestar a los trabaja­
dores y prooietarios y a Sus familias,

Si comparamos la ley salvadore,:a con las leyes venezolana y brasile­
ña nos encontramos con. 1) el numeral a) de la ley salvadoreña está co­
riado del numeral a) de la ley venezolana; 2) el numeral b) de la ley
salvadoreña está tomado del numeral b) de la ley venezolana, aunque Bua
vizado "'n favor del propietario, nues la ley salvadoreña no hace la dis­
tinción de la venezolana entre quien la explote y el propietario; 3) el
numeral c) es de nuevo el mismo en las dos leyes; 4) el numeral d) tam­
bién están tomado del a ley venezolana de la que ~e cambia "acatamiento"
por "cumolimiento" y en la que se introduce el concepto positivo de se­
auridad social; 5) el numeral e) de la ley salvadoreña está tomado del

~I
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numeral ~) de la ley brasileña, al ue se le añade "la contribución al

mejoramiento de la economía nac'onal" ,

Esta somera com.aración muestra que nuestra Ley exxi copia 10 que

es la función social de lo que por tal entienden la ley brasileña y,

sobre todo, la ley venezolana. de aquú un primero y ~"gravísimo

error. De n país a otro, de una época histórica a otra, pueden trasla­

darse principios enerales, determinaciones formales, tales como I la

función social tiene que atender al bien común, la función social debe

re oonder a los intereses reales de la sociedad, etc, Pero no pueden

trasladarse determinaciones concretas, si es que las condiciones histó­

rico-sociales de eeos países son sustt:ancialmente distintas ,. como es el

caso de Venezuela y Brasi&l por un lado y El Salvador por otro.

¿:an nsado nuestros legisladores que Brasiax tiene ocho millones

y medio de kilómetros cuadrados para una población de 108 millones y

Venez ela tiene cerca de Rx novecientos mil kilómetros cuadrados para

una bla ión de 12 m'llones, mientras que El Salvador tiene veintiun­

mll kilómetoos c ladrado para una población de más ~e ~ 4 millones

d h~bitante? :Han oensado que el porcentaje de población urbana es
zu la el 82%, en rasil el 62% y en El Salvador el 40%? ¿Que

la a anual de crecimiento demográfico es en el Brasil del 2,8, en

a del 3,1, mientra que en El Salvador es se aproxima al 4%7

o n estro le i ladores los distintos niveles de ingreso

~r ca it~, la di tinta contribución a la economía del sector agrario,
pl ~s dOo dp d arrollo, etc., etc.? ¡Cómo es posible ~ue se tome co-

~o od lo que deb er la f mción social de la propiedad privada

lIr 1, "1 ~d cuado para un oaís como Venezuela de condi-
rl c lment di tl.ntas ct las nuestras? ¿r a bastado que los

b(l~ do<; p 1 <\·.P cl ten e tos ejem los ara que los legisladores de

orer. t n como buenos los criterios pvppuestos

or "IC"] Jel o

r'nci-

ley venezomana no han recogido 10 que

e pec'al se considen contrario al

la pro iedad e inca atible con el bien­

eco árnica del naís, la e i
ocio

D 1
'J, "De an r

nc'ón oc'al d

de rrollo

o e o óm' co, _T.,;..r-..:::.::""",-,=:~

ocial
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exnlotación de la tieDa, ~ los practicados él, través de arrendata­
~, aparceros, medianeros, pisatarios ~ ocupantes~ Lo subtayado por
nosotros no aparece en la determinación de la función social en la
nueva Ley del ISTA, y su omisión es de nuevo claramente significativa
de lo ~ue se ha pretendido con la transformación de la Ley.

Con estos antecendentes puede apreciarse mejor lo que la nueva Ley
oropone como función social de la propiedad.

El elemento indisnensable es el de "la explotación eficiente de la

tierra y su aprovechamiento apreciable en forma tal que los factores
de producción se a~liquen efíca7mente en ella, de acuerdo con la zona
donde se encuentra y con sus pro~ias características". Es,como vimos,
un elemento tomado de la ley venezolana, pero con el a~ravante, que
despué~ se analizará, de que en la ley venezolana no se dice que éste
motivo sea el orincioal y se dice positivamente que la función social
debe ajustarse ~ todos los elementos esenciales descritos por ella.
Sstas variaciones suponen que para los legisladores salvadoreños defi­
ne txxfxw nrimariamente la funció~ social es la productividad. Y éste
ha sido siempre el criterio de la ANEP. Ahora bien, esto no es sosteni­

ble.

C'ertamente la ~roductividad es uno de los elementos integrales de
la función social de la ,ropiedad privada de los medios de producción
y a~r lo defendió la Universidad José Simeón Cañas en el Congreso Nacio­
nal d~ la Reforma Apraria de 1970, pero no es el elemento principal.
Porqlle nos podríamos encontrar con este caso: una prooiedad que rindie­
ra máximamente por área y por ;ersona en térm'nos de valor de la pro­

dlccl.ón, nero que sexl<rh!: rindiera así con abuso del suelo, con pésimas
ren~rcu~;nnps ecoló~ica~, con explotación de la mano de obra, con pro­

ducción de bienes nocivos l182:a la salud pública; con salida de todos
1o'> ~refi cios a bancos extzanjeros. Tebdri".qmos " na propiedad que cum­

oli ía con 1"1 f'mción social, nar más que ~enerara una situación ins08­
teniblp ~.qra el ~arR. E~to P.s ahsurdo y consiguientemente no sirve para
nofi~ir ~rimariamente la funcirín social de la prooiedad rural. Ahora
bien, p.l anartado primero del artículo 32 permite todos estos abusos

~nr'sociales, sin que or ello de~e de desemper.ar una función social.

~ Se ñirá q'Je la Ley nretende correeir estos posibles abusos ~oniendo

otl7l7s elerrentos e~enc' ¡'\les r1e la función social. Pero, por lo pronto,
la Lev cae p.n una ~rav~~ima contran'cción, habla de elementos esenciales
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y, sin embargo, no los considera necesarios I pueden faltar sin que
desaparezca aquello de lo que son elemento esencial. La función so­
cial tiene para el legislador salvadoreño cinco elementos esenciales
pero ueden faltar algunos de esos elementos esenciales sin que por
eso desapaeezca la función social. Dice, en efecto, la Leys "una pro-

iedad ryrivada rural cumple con la función social, cuando ella se ajus­
ta al mayor nú~ro de los elementos esenciales que a continuación se
detallan". El legislador venezolano había sido logico al decirs "la

tierra cumple con su función social cuando se ajusta ª tOdoS~B los ele­
mentos esenciales siguientes". Y este fue el texto que envió el Ejecu­
tivo al Legislativo. Pero los legisladores quisieron portarse gnerosos
con la posición de la ANEP y se dieron de bruces contra la lógica más

elemental.

Pero no se trata de un fallo puramente lógico y formal sino de una
~rave deficiencia real. según el tenor de la Ley pueden faltar algunos
elementos sociales, sin los que no puede hablarse de función socia&
realmente, sin que desaparezca la función social de la propiedad priva­

da. Pueden faltar, por ejemplo, el cumplimiento de las leyes que prote­
"en el equUibri o ecolóeico y el cumplimiento de las leyes laborales,
8in ~ue nor ~so deje de cumplirse la función social. ¿Cómo puede hablar
se de función social de la propiedad privada, por muy productiva que
&s a sea, 'li esa productivi ad es con explotación del trabajo humano,
~~l ~ue la Constituc'ón salvadore~a dice que es una función social,

que goza ~e la orotección del Estado y que no se puede considerar artí­
culo dp co~ercio7 o puede haber ~enosprecio mayor de lo que encierra

e obl o concento de función socialr la exolotación concienzuda e inme­
sericorde de l~ mano de obra, el que los trabajadores de ese determina­
do medio dp p aducción lleven una vida inhumana, no es suficiente para
nlP qe cnns'dere esa ex lotación como antisocial.

Todos e'ltos contra entido se deben a ~ue la Ley no profundiza en
q e verdaderamente esencial ~n la función social de la propiedad

y, oor t~nto, no tioifica debidam~nte los elementos que se requieren
o e ."e de IIna fune' ón soco al. r que en la ill se nos da como fun-

c ón 'locial es aleo pues o -como l~ Ley entera- al servicio de los ac­
t al s oropietario de la tierra; por 1:anto, aleo puesto no en funci.ón

de la sociedad sino n f nci ón de Ilna clase socO al, [lue está en contra­
d'cc'ón con as nece 'dades y lo inter ses de la mayoría del pueblo
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salvadoreño. Desde esta perspectiva dificilmente podrá atinarse con
la verdadera funciónSB social de la propiedad.

En efecto, entre la propiedad privada y la función social se da una
cierta tensión. La propiedad privada se defiende -con frecuencia ideolQ
gizadamente- como la forma mejor de llegar al desarrollo del individuo
y del grupo familiar y, en consecuencia, como el modo mejor de que cada
uno de los miembros de la sociedad llegue al bienestar. Ahora bien, es­
te paso del individuo al cada uno de la sociedad no se da en nuestro
paísl la posibilidad actual de que cada uno tenga acceso a la propie­
dad privada de algún medio de producción es mínimal consecuentemente
de que algunos individuos tengan acceso a ella no se sigue que cada
uno la pueda tener. No hay correlación positiva entre propiedad de
unos pocos y bienestar de cada uno, como en la actual estructuración
de nuestra sociedad no hay proporción entre la propiedad de unos pocos
y la propiedad de cada uno. La sociedad no puede concebirse como la
suma de individuos, ni puede admitirse sin más que el exacerbamiento
de los derechos de unos pocos pueda constituirse en función social.

Si la propiedad dice relación directa al individuo y si la función
social dice relación directa a la sociedad, no es fácil salvar la ten­
sión. El modo de hacerlo sería retrotraer la propiedad privada, sobre
todo la propiedad privada de la tierra -que por su propia naturaleza
tiene características especiales- a lo que es su destino primario, su
finalidad fundamental 1 servir para que quienes la trabajan y viven de
ella alcancen el paeno desarrollo que les corresponde. Sik una determi­
nada forma de propiedad ~ivada no cumple con este destino primario,
contradice Su primaria función sociall si las relaciones que promueve
son de predominio y explotación, contradice asismismo su función social.
~o debe olvidarse que en la tenencia de la tierra está en juego el ser
mismo del hombre «ei~ en paises, como El Salvador, donde la tierra
es uno de los elementos esenciales de subsistencia y de producción, el
lugar donde más salvadoreños se acogen para sobrevivir (cfr. ECA, Jul./
Ag., 1973, pp. 443-457). En casos, como el de El Salvador, la propiedad
de la ~ierra no cumple con su función social, si no promlreve aquel tipo
de trabajo, de poder, de justicia, de libertad, de solidaridad, etc.,
que forzosamente se requieren para que se de realmente una sociedad.

~caso de no promover estas realidades, no sólo no cumple hna función
~social sino que simplemente cumple una función antisocial, disgreeado­

ra de la sociedad y aniquiladora del ser humano.
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Por su propia naturaleza la función social de la propiedad no de­
be medirse desde los individuos -si cumplen o no con una serie de pre~

cri~ciones impuestas nor la ley- sino que debe medirse desde la soci~

dad. Cambiar el punto de mira, medir lo que es social desde lo que in­
teresa al individuo, es un método in~decuada e interesado. Pudiera de­
terminarse que lo más conveniente para la sociedad, visto el problema
desde la sociedad misma, fuera el que se respetase al máximo el derecho
del individuo. Entonces, este res~eto tendría una clara función social.
Pero lo que no se puede oretender es que se de por supuesto que eso es
siempre así y, mucho menos aún, que se está defendiendo al individuo,
cuando se está defendiendo a una determinada clase de propietarios.

Esta correcta concepción de la función social es la que da paso
a la expropiación, que según nuestra Constituci6n ~uede forzarse "por
causa de utilidad pública o de interés social" (art. 138). Este es el
punto nuclear, desde el punto de vista del conce9to, Y no el "legalmen­
te comprobados", que se refiere a cuestiones de procedimiento. La Cons­
titución es aquí cornmpletamente coherente con la función social de la
propiedad, tal como la hemos explieado en líneas anteriores: si hay
utilidad pública, si hay interés social, deja de darse el derecho a la
propiedad privada. Así tiene que ser, porque la Constitución sólo de­

viende la propiedad privada en función social, y la propiedad deja de
cumplir función social cuando va contra la utilidad pública y el inte­
res social. Es tan evidente que casi parece tautológico. Pero queda en
claro que lo público y lo souial está por encima de lo individual y de
lo privado. Habrá que determinar ese interés social y ese interés pú­
blico, pero carece de sentido el afirmar que el único modo de hacerlo
es demostrando judicialmente que no se ha cumplido una ley positiva.
Bien pudieB3 suceder que no se de esta ley positiva y que, sin embargo,

sea demostrable la presencia de utilidad pública y de interés social;
son dos conceptos autónomos, independientes de que se clmplan leyes de­
rrivadas. Y siempre queda el recurso de definir en una ley secundaria

qué es üt'lidad ~ública o qué es interés social, sin teeer que deter­
minar causales penales de la función social. Con esto no se condena al
narticular de antemano, sino que se le recuerda al particular que su

derecho no es absoluto, que hay bienes y valore '" ~s 3rémdes C!ue el (1e
su jnteréarticular.

~ los juristas de la A P cometen una petición de princi io I su~o"'en
~ que no se puede acudir al interés pócial y a la utilidad ública sin
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nasar Dar una función social definida legalmente en sus causales concre­
tos; ahora bien, el interés social y la utilidad pública son quienes de­
terminan lo que es la función social. No caba duda que, por su misma de­
finición, lo que se determina como utilidad pública e interés social es­
tá definiendo lo que es función social. No es ni siguiera concebible ha­
blar de función social cuando algo va en contra del interés social, y la
determinación del interés social corresponde a la sociedad y, en su nom­
bre, al Estado. Es triste que se pueda ver cómo de utilidad pública o
de interés social el paso de una carretera y no se alcance a ver la uti­

lidad pública o el interés social de medidas que tienden a superar el

subdesarrollo y a desterrar la injusticia institucional.

Que todo estodeba legislarse 2~~Rxe adecuadamente es, sin duda,

algo que se debe procurar. Pero difícilmente podrá ponerse en duda de
que una Asamblea Legislativa, correctamente elegida, pueda en representa­
ción de todo el pueblo salvadoreño determinar lo que es de utilidad pú­
blica o de interés social. ¿Es que el poder judicial, especialmente en

El Salvador. da garantías de mirar por el interés social? ¿No está pues­
to, casi en su totalidad, al servicio de quienes pueden acudir a él?
:Qué se decía en la zona del Primer Proyecto y en las reuniones de los
capitalistas afectados a propósito de los juicios de expropiación? ¿Qué
se hizo -al margen de la Ley- ~ara multiplicar tierras no afecta6áes?
¡Qué más podría mesearse que una separación adecudda de Poderes y que
un cUmplimiento cabll de sus funciones I ¿Pero es ése el caso entre no­

sotros?

C. Ideologización de la relación Individuo-Estado

La nueva Ley aparenta ser un esfuerzo por poner al individuo por en­
cima del Estado, mientras que la Ley antigua aparentaba noner al Estado
por encima del individuo. En ambos casos se trataba de 'apariencias':
en el caso de la antigua porque lo que en ella se pretendía era poner al

Estado -empezar a poner al Estado- por encima de una deter~inada clase
social minoritaria y dominante; en el caso de la nueva porque se ha lo­
grado restablecer el predominio de esa clase social no sólo sobre los
demás grupos sociales y sobre el interés general sino, lo que es peor,
sobre el Estado mismo. Como se trata de apariencias que se toman como

O
realidades y como es~a transmutación de la realidad en apariencia es

~ ;:; una transmutación interesada. estamos ante un caso de ideolog' .•
':!<.:1. l.zaCl.onl
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se vende como interés de todos -de ahí el tenor de la campaña publici
taria de ANEP- lo que en realidad es interés de unos pocos, quienes
?or mecanismos más o menos inconscientes se sienten a sí mismos como
'las fuerzas vivas' del país, como la 'ciudadanía', La nueva Ley, en
efecto, habla en su Considerando 1 de la ciudadanía, pero el desarrollo
de la Ley muestra a las claras que se entiende por ciudadanía a los
actuales detentadores de la propiedad de la tierra o, a 10 sumo, a los
partidarios de la libre empresa -otro de los conceptos que debe ser
sometido a desideologización: no es lo mismo libertad de empresa y li­
bertad ciudadana ni es 10 mismo libertad de empresa (libertad del emp~

sario) y libertad de los productores de la empresa)-.

El tema individuo-Estado es de por.í un tema difícil aun en el
caso de que bajo el término individuo se subsuma a todos y cada uno
de los miembros de la sociedad. Lo cual no ocurre en este presente ca­
so, donde se somete al Estado no al interés de todos los individuos
sino al inte~s de un rupo de individuos. Veamos cómo.

Ante todo, la nueva Ley 'individualiza' y 'privatiza' al Estado.
-;;n el artículo 32 se dice "el orincipio de la función social de la pro­
piedad, comprende tanto a los particulares como al Estado y a las Ins­
tituciones Oficiales Autónomas y Semiautónomas". Esto es, después de
habPr dado una descripción equivocada de la función social, cuyo pro-
ósito es salva uardar los in"ereses de los propietarios, se quiere

obliear al Estado y a sus Instituciones a someterse al mismo criterio.
'o hay duda de que al Estado le compete promover toda suerte de funcio­

nes sociale , pero la funcionalidad social del Estado no tiene el mis­
mo horizonte y, sobre todo, no tiene los mismos mecanismos, que la fun­
cionalidad social rle los bienes privados. Equiparar individuos y Est.
ño, fu tlonp.s individuales j funciones estatales es un I!ran error de

nr'ncinio, (']ue llpvaría 11 absurdos como el de que el ¿stado no afronta­
pe stno l~<; obra!'! 'lue le son de alta rentabilidad o de inmediata uti­
l'd~d pconómtca,

Pero no e!'! tan só o eso. La nueva Ley pone al propietario por enci­
ma del Estado, n~ne el interés particular nor encima del inte~s gene­
ral, aun en a~uello (']ue es de utilidad nública y de interés social.

"la üb cación de la porción que el propietario tenea derecho a reserva~

e, ser:i dp.t~rminada or és te" (art. 33): "los propietarios determina­
rá ... las orclones de tierra que se reservarán" (art. 5 del Primer Pro~
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o

yecto) frente al "el ISTA determinará..• las porciones que adquirirá"
(art, 5 del antiguo: "el propiterio determinará" frente a "el ISTA

~eterm:nará" (art. 7). Hay de nuevo aquí una larvada equiparación del
indiv duo con el propietario rivado, que constituye unaideologiza­
ción. ~recerra que se estáwe defendiendo al ciudadano individual fren­

te al abuso del poder estatal, frente a una intromisión injusta del
~~tado; pero no es asr, pues lo que está en conflicto es la posición

del nro~ietario privado de la tierra contra el Estado como representan­
te del bien común. El conflicto es, entonces, entre el interés del pro­

nie ario ~rivado y el interés de la mayoría de los ciudadanos, que no
son y no van a poder ser propietarios de la ti~a, si no se rebajan
drásticamente en función social los máximos de tierra apropiables pri­
vadamente. Sn un pars de escasos recursos no se puede permitir la abun­

dancia exa~erada de aleunos individuos sostenida por la miseria exage­
rada de la mayoría. 0uien al defender al individuo lo que está defen­
diendo es esa abundancia exagerada, no está defendiendo al individuo
sino conculcando los derechos individuales de las grandes mayorras.

Hay, además, en toda la Ley nueva um claro propósito de defender al
nro~ietario individual, aunque no esté cumpliendo la función social en

~u nrorieda~. Esto es claro desde la definción misma de la función so­
cial, ero es todavía más claro cuando se le ofrecent tres años de

pr'lcia nar~ que comience a cobrar vieencia el derecho de expropiación,

"se estahlpcp el ~lazo de tres años a oartir de la fecha en que el pro­
nlpt'lrlo rlete ine la ubicación de la paoción máxima que se reservare,
~~ra rple p~ta eum'")la con la f nción sfJcial en los términos inddlta80s en

a ley" (art. 1 del °rimer Proyecto), de modo que puede llevar cincuen­
ta año 'n fiaber cllm"J do e. A rar¡uítica forma de función social a la
nl~ oblip-A la lQy sin q esto merPzca castigo aleuno y todavía ~eciba

~l nrpmi de rp~ a-o de pracia. Incluso se permiten una serie de es­

('~"Ja or' a nara os q'Je ni siqu' era están logrando buenos 'ndices de
'")ro1'lct vl.~ Mart. 11).

Otro ca~" ulfJ 'lIJe m'Jestra la mi ma orientación es el del pago de

a~ err~~ e pro:, adas a 1 e se ref' ere el. artículo 44. Aquí tam-

i4n os nUPvQS le l. la ores se ban cuesto completamente de lado del
nrooietario r v"tdo, a nque ~ea I n defraudador de 1 fisco y, en ese sen­

tic:lo, Iln en"flll."'o c:I~l in pr':s socO al. a en la Ley anti~ua las conside­

acio PS, ue se ten'an con 1 pro' trío, er n erandes. en vez de
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determ'nar el precio del inmueble por el valor declaaado por el dueño
ryara efectos tr'butarios, se DroDonían otros criterios ~ue favorecían
a los intereses privarlos más que a lo~ intereses comunes. En la nueva
Lev ~e habla del valor real, lo kxNi cual sería justo, si sobre ese
valor real se definiese la función social de los impuestos y si la uti­
lidad Dública y el ineerés social ~ermitieran DaEar ese valor real.
ero nada de esto se tiene en cuenta, antes se ~rohibe que los peritos

eval1,adore span funcionarios o empleados del rSTA ni de los Ministerios
de qacienrla v de Agricultura y -anadería; esto significa que quines me­
jor 011pden por su oficio conocer la situación real, los que pueden de­
terminar lo que el propietario estima Su tierra de cara al fisco, los
"'11" tienen que mi t'ar nor el bien general, son excluidos del peritaje.
De nuevo pn el posible conflicto entre el interés del propietario par-

ic"lar y dol interés común del Estado, la Ley o; eva se ha decantado
nor el nroryietario particular. Se dirá ~ue si los representantes del
~5t~riO fuera~ los peritos, serían juez y parte; pero ahí está la con­
f ''.;iÓ 1 rle ; ~dividllalizar y privatizar al Estado, pues los peritos del
S5tado no defipnden 5US intereses privados sino los intereses de la
colpctl..vl..rlad. "or lo lT''?nos, en princi.pio.

O'''':', ::>r tanto, una sp.rie dp indi cios que muestran claramente la

;"'oolo~l..zación de la relación indi.Yi uo-Estado. Ideolosización que,
e;o cana rle ~lscar JO equfilibr~o entre a~~o~, lo que hace es desplazar

'rn 1~~1 a la ctpf~nqa 1p i~tereseq oli:árquicos. Si los camb~os

'l' ,.., o or",o ; r10 ,:¡ F rl"f)recer t"ln c;ólo a los nequ,?e¡os y med ianos propieta­

rioe;. "'1 "'lan1""";uniento ')l.I-';prrl ";¡ber sido más correcto. ero el engaño
oe;r,;" po D"'rs,:¡r 1ue tiene Jil mis'TIa c;ienificación histórica, aquí y aho­
r. ... , .., r" 1a r,rpnC;'l. ri", 10q oerechos inelividuales la e':istencia de pro­

..,' na"''''' dI" r¡n "1n'7,:!na q r:'lE' ',,:¡q (lo 1 'lOO manza~as. Cuando un terrate­
r'\;.-:\,-,r-p rlof·1'"\nr1 ...... f", 11'1; "-"'-'(1;0 no p~tá en juera la misma propiedad pri­

o ~rl." '1" .... ('''¡rlnri() 'ln .""c.-() ...~ricult()r ·l"~ip~·lp 01 terreno que le per-

..,; 1""'" 1 oV"'r 'In id~" ,1lfl1;1rl':¡ eli na "l p) Y il !"ll filmi 1 ta. Confundir estos
-'f) t-+~ro n~ 0

0

"" "'''r,...,j~m('l -l irlpf)ln~i.7;1ción. y es '.Ina falsedad in-

rln ....()r " ""c; rí..., ori '11-,

C.l.,'1' ... :nC' ...·o
' "

J
-~-----~----

.rt.,. ....cí...,rn~,..,pntn, ""rp.copntar como ememisos de la
i o "lr-,:¡.l ... rl1i ""~ ó10 lo :'n/l del ahlp 1 rl

... ....
rro­

~o rle la ?rorie­
'n'" nrn~i~rji\d resnecto a la e'<tenstón del

r rri 1""~r; f) 0'1 1'1 rlPIl<; O'lr1 ..10 1 111' •
rI "l() .1C10'llf PS 'JO cl"'ro ah'lC'o condeni!

t''lT'' i,.{ !/lo' irE"ol o"i ~:1ci Ó" interesada y
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o hay duda de nue 81 individuc necesita protección contra el abu­
so ~e autoridad y de ~oder or parte del Estado; pero también necesita
de nrntección contra la clase dom'nante. Plantear el problema indivi­

1uo-Estado ah~stóricamente sin tener en cuenta la determinada configurª
clón social en qu~ se da esa relación, es una abstraccción interesada.
La~ relaclone~ individuo-Estado deben ser consideradas en Su preciso
contexto histórico y en su concreto campo de anlicación. En los paises
dond~ el influjo del sector público es dominante y tiende a convertir­
c;p en lln tntalitarismo del Estado, debe lucharse por una potenciaci6n
dp la c;ociedad, ~ue resista a los desmanes del Estado. Pero éste no es
el caso de la actual situación de El Salvador, por 10 que toca a las

elaciones económicas, donde la fuerza real de los intereses privados
-no de los intereses de todos sino de los pocos que poseen grandes ~
cursos económ cos- es casi prepotentente y omnipotente contrak todo o­

tro interé~ J donde, por consle;llÍente, hay que reforzar la capacidad
del Estado para que pueda contrabalancear su actual dependencia respec­
to ~g intereses ~articulares con ~ran poder de presión. Por otro lado,
pn IVI'IPllos sectores dondp el i.nflujo del Estado es casi. total -y a

rav~s de él, el influjo de las 01 i.~arr¡llras - sr debe buscarse un equi­
librlo de fuerzas; y este sí' es el casn de El alvador,donde en el

tprreno de la polrtica, de la or~anización popular, del stndicalismo,
gtc, falta mucho para ql e se constituya una fuerza social capaz de re­
frenar los poc;ihles dec;manes del Estado.

o estamo~, nor tanto, defendiendo una tesis universal y abstracta.
Ctgrtrtm~"'te (]lIe, en principio, más saratltí'a tiene el Estado de velar
nor 1"1 interés cornlín que una de las clases de la sociedad. Pero de he­

ho hay (l"e obsprvar el caso histórico para enjuiciar qué fuerzas de­
pn s r m~c; favorecidas I si las que tienden a salvaeuardar los intere­

<¡ps de cadrt lJno dI" los cll)t1ad-3nos o las que tienden a salvaguardar los

ntPLPSOS de la r.olectivi ad frente a los abusos de aleunos grupos so­
r alo~, oc;r. os lo q le ha e d termin~rse hi.stóricamente, esto es

10 "'1 0 h'\y ("!'lo h or ar para no caer en ideolorüzacirlnes interesadas.

~n 01 c~~ ~e ,rrna~formación A raria la polémica, la lucha polí-
íCrl no ~ra en os ere hos 'ndiv'dlales de todos los ciudadanos

fr~n ~ 1 d 1 Estado como re resentante de toda la comuni-
rl~rl qocta 1 , no ent e 10 dor0chos de lo propietarios de grandee ex-
enqlon~c rle t'o a y la. medi~da 1 'stado ara que se extendiese

;vj~cllad", _nt~ ~l ch e ro iedad en función Social, '0 se ha lu-
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chado en favor de la lihertad individual sin más; como bien S~ ha vis­
to en la ba~alla entre el Gobierno y AI"E? se ha luchado enf favor rle
la libertad de emnresa. Lo que los empresarios defenrlían eran sus pro-
ios derechos o mejor sus oropias ventajas y lo que atacaban era que

el Estado mirase por los q"e no tienen poder porque no tienen propie­
dad. ta libertad es un bien esencial, oero oor lo mismo debe ser un
bien accesible a todo ciudadano. Pero no todo ciudadano puede acceder
a ella por el camino de la propiedad privada de los medios de produc­

ción; de ahí la necesidad de intervención del Estado para earantizar

a todos siquiera un inicio de libertad.

Si consideramos el cambio de finalidad de la nueva Ley tal COmDB

se desprende de la comparación de sus Considerandos con los de la an­

tigua; si analizamos la función antisocial a la que ~ueda sometida la
prooiedad por la reforma del artículo 32; si ponderamos la ideologiza­

ción de las relaciones individuo-Estado, que subyace en la nueva Ley
no puede menos de concluirse que ha habido una transformación de la

Ley y que esta Ley, Bsí transformada, de nada sirve para el cambio so­
cial. Es una Ley de no transformación; es un despojo que se le ha hecho

al Esnado -y no a este Gobierno-; es un paso atrás. Que por vía ejecu­
tiva se puedan oaliar los nefastos resultados de la transformación de
la Ley, es nosible. Pero ya no es lo mismo.



PASO ATRAS EN LA TRANSFORMACION AGRARIA

Como prolongación al número de ECA dedicado a la ~ra

formación Agraria (8ept./Oct. 1976) presentamos a
tros lectores elementos de juicio para que puedan me­
dir el significado de los cambios introducidos en el

oroceso.

Ante todo, ~XH pfrecemos en doble columna las dos
siones de la Ley para que el lector pueda detectar con

facilidad .los textos.

Después se propone un estudio de Ignacio EllacuDÍa en
el que se analiza el sentido eeneral de la transforma­

ción de la Lev.

Finalmente se publica un trabajo de Luis de Sebastíán

~Dbre la repercusión económica de los cambios introdu­
cidos en la Ley

Con estos tres pasos ECA quiere contribuir a un proce­
so que de ninp.ún modo puede darse por conttuldo.

o
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